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Expediente número: 1064/2012
Quejoso: JIFR

Villahermosa, Tabasco a 25 de octubre de 2013

Procurador General de Justicia del
Del Estado de Tabasco.

P R E S E N T E.

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tabasco, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 4, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Tabasco; así como en los numerales 1, 3, 6 fracción III, 15 fracción VII, 32, 44, 46 y
49 de la Ley de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, ha examinado los
elementos contenidos en el expediente de queja número 1064/2012, relacionado con
el caso presentado por el C. JIFR y vistos los siguientes:

I.- O B S E R V A C I O N E S

Este Organismo Público de acuerdo a las atribuciones y facultades previstas por
los artículos 4, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco; 6,
fracción II, inciso A), 42 y 44 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos
Humanos y 17 de su Reglamento Interno, inició, investigó e integró la queja iniciada
en virtud del escrito presentado por el señor  JIFR, por lo que a continuación se
procede a analizar y valorar todas y cada una de las constancias que integran el
expediente de queja que nos ocupa, formulándose los razonamientos y fundamentos
lógico jurídicos que a continuación se detallan:

Datos Preliminares

En su escrito inicial de queja el C. JIFR, refirió entre otras cosas que denunció
ante el Agente del Ministerio Público Investigador de Ciudad Pemex, Macuspana,
Tabasco, el delito de daños en propiedad dando inicio  a la Averiguación Previa
número MA-II-386/2010, por lo que cada vez que llega ante el representante social le
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manifiesta que regrese al día siguiente, que lo atiende una persona del archivo y
quien le comenta que deje de darle trabajo, dándole por perdida la citada indagatoria,
por lo que considera que existe irregularidad en la integración, dilación y parcialidad; y
que con respecto al asesor jurídico adscrito a esa agencia no lo ha asesorado ni
busca los mecanismos legales para su defensa y hacerlas valer en la averiguación; de
igual manera denunció el delito de lesiones ante el Agente del Ministerio Público
Investigador de Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, iniciándose la averiguación
previa número AP-MA-II-460/2010, en la cual rindió su declaración ministerial y que
de igual manera no fue asistido por su asesor jurídico, teniendo las mismas
inconformidades con el representante social, en la cual le niega el derecho de
presentar sus testigos y que también le da por extraviada dicha indagatoria, que
debido a ello acudió con el Subprocurador y quien le dio indicaciones al Ministerio
Público de que se integraran las dos averiguaciones previas y se consignaran, pero
es el caso que hasta la fecha ambas averiguaciones aun no aparecen en la agencia lo
que impide que sean consignadas.

Por lo que se inconformo por las actuaciones de los servidores públicos,
relacionados con los hechos de queja narrados; pues considera que incurrieron en
irregularidades en el ejercicio de sus funciones y solicito a esta Comisión Estatal de
Derechos Humanos, hiciera una revisión completa de sus actuaciones, así como las
indagatorias AP-MA-II-386/2010 Y AP-MA-II-460, a fin de detectar violaciones a
derechos humanos y se proceda conforme a Derecho en contra de los mismo

De acuerdo a los lineamientos establecidos por los artículos 34 y 38 de la Ley de
la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, y en base a lo expresado por el
quejoso como motivo de su inconformidad, se solicitó a la autoridad señalada como
responsable, el informe de ley correspondiente y el envío de copias autorizadas de las
averiguaciones previas relacionadas, recibiéndose en este organismo público, en
fecha 25 de febrero de 2013, copias certificadas de la indagatoria AP-MA-II-386/2010.

Ahora bien, respecto a la indagatoria MA-II-460/2010, requeridas por este
Organismo Público, con fecha 08 de mayo del año 2013, personal adscrito a este
Organismo Público, se constituyó en las instalaciones de la Agencia del Ministerio
Público de Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, y previa entrevista con el
Representante Social, se le solicitó informara el estado en que se encontraba la
Averiguación Previa MA-II-460/2010, quien manifestó que efectivamente ahí se radica
la citada indagatoria, pero que fue aprobado el acuerdo de consulta de no ejercicio de
la acción penal por la Licenciada JLD, Agente del Ministerio Público Auxiliar del C.
Procurador, con fecha 23 de abril de 2013. Asimismo, se tuvo a la vista el expediente
de mérito y se corroboró que existe dilación en sus actuaciones, ya que de autos se
desprende que de fecha 23 de noviembre de 2010, hasta el 24 de enero de 2013, no
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existe actuación alguna. Posteriormente, este organismo púbico se allegó de copia
certificada de la averiguación previa MA-II-460/2010.

De Los Hechos Acreditados

De la Dilación en la Procuración de Justicia

El peticionario JIFR, pronunció su inconformidad en virtud que considera que la
integración de la averiguación previa AP-MA-II-460/2010, que no avanza, que va
demasiado lento, que el agente del Ministerio Público adscrito a Ciudad Pemex,
Macuspana, Tabasco no tiene interés en la investigación de los hechos, dejándolo en
estado de indefensión, imputación que este Organismo Público estima plenamente
acreditada en base a los siguientes argumentos:

Con fecha 08 de mayo de 2013, personal adscrito a este Organismo Público, se
constituyó a las instalaciones que ocupan la Dirección de Amparos, Procedencia de
Criterios de Oportunidad e Inconformidades, de la Procuraduría General de Justicia
del Estado de Tabasco, en la que previa solicitud a su titular, se tuvo a la vista la
indagatoria número MA-II-460/2010, advirtiéndose entre otras cosas que:

“… Se Observa que la actuación de fecha 23 de noviembre de 2010, el cual es un
acuerdo que copiado a la letra dice “.. Visto el estado que guardan las presentes
diligencias de averiguación previa y tomándose en consideración la etapa
procesal de la indagatoria procédase a girar oficio a los C.C RMS, así como a la
C. MGP, a efectos de que sirvan a presentarse ante esta autoridad el día 26 del
mes de noviembre del año 2010, a las 12:00 horas del día a efectos de se realicen
una diligencia de carácter conciliatoria, lo anterior es con fundamento en los
artículos 60, 61, 62, 64,69,121 del Código de Procedimientos Penales Vigentes en
el Estado” no obra ninguna otra actuación del agente del ministerio público hasta
la fecha 24 de enero de 2013, el cual es un acuerdo de consulta de no ejercicio
de la acción pena…”

De lo anterior, se concluye que le asiste la razón al señor JIFR, al afirmar que se
vulneran sus derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica, pues el
Representante Social, en el periodo comprendido del 23 de noviembre de 2010, al 24
de enero de 2013, no practicó diligencia alguna para la debida integración de la
averiguación previa MA-II-460/2013, dejando pasar más de dos años en el lapso de
mérito.

A efectos de robustecer lo anteriormente dicho, el 25 de junio de 2013, se
solicitó al M.D. RHR, Director de Amparos, Procedencia de Criterios de Oportunidad e
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Inconformidades, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco,
remitiera copias certificadas, foliadas y rubricadas de la Averiguación Previa número
MA-II-460/2010, constatándose evidentemente la negligencia con que se ha
conducido el Representante Social, puesto que al no actuar en la indagatoria antes
citada negó el acceso a la justicia al hoy quejoso.

Ahora bien, JIFR, al igual que cualquier otra persona tiene derecho a que se le
imparta justicia de una forma expedita, sin que se quebranten los términos legales,
por lo que no existe justificación alguna para que el agente del Ministerio Público
adscrito a la Segunda Delegación de Ciudad PEMEX, Macuspana, Tabasco, dejara
de actuar dentro de la investigación a su cargo por más de dos años.

En consecuencia debe recalcarse que las víctimas de los delitos, no tienen por
qué volver a ser victimizadas por los efectos de la negligencia del Ministerio Público
para integrar y/o resolver correctamente una averiguación previa,  o que con su
omisión deje de actuarse una averiguación, siendo el caso que se describe en los
párrafos anteriores, en ese sentido, la autoridad de mérito al dejar de conducirse
conforme a la normatividad aplicable, retraso la investigación de los hechos
denunciados, dejando a la vista que no veló por la legalidad, ni por los intereses del
peticionario que se acercó a la institución que constitucionalmente se erigió para que
se le procure justicia.

Por otro lado, también debe dejarse en claro que todo delito debe ser
investigado para que el o los responsables sean sancionados conforme la ley, de
manera que el ministerio público al no cumplir cabalmente con su obligación
persecutora de delitos, incumple con su tarea fundamental, con lo cual se pone a la
colectividad en permanente peligro y se auspicia la realización de hechos delictuosos
bajo el signo de la impunidad.

Por lo que se acredita previo análisis de las actuaciones que obran en la
averiguación previa número MA-II-460/2010, la manifestación hecha por el agraviado
y las investigaciones realizadas por este Organismo Protector de los Derechos
Humanos, que existe Dilación en la Procuración de Justicia.

Derecho de Petición
Omitir dar respuesta  a  la petición formulada por cualquier persona en

ejercicio de su derecho.

En fecha 25 de octubre de 2012, el señor JIFR, ejerciendo su derecho mediante
escrito, solicito al Licenciado GCC, Agente del Ministerio Público de Ciudad Pemex
dentro de la indagatoria MA-II-460/2010 lo siguiente:
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“ME INFORME POR ESCRITO EL ESTADO ACTUAL QUE GUARDA LA
INDAGATORIA JURÍDICAMENTE Y DE ENCONTRARSE INTEGRADA Y
DETERMINADA Y ESA CONSIGNADA, PARA ESCLARECER ESTE TIPO DE
DELITO QUE ME AFECTA A MI PATRIMONIO….”

Debe recalcarse que el peticionario en el momento de interponer su queja ante
este organismo público, proporciono copia del escrito referido en el párrafo anterior,
en el cual se aprecia con claridad el sello de la Procuraduría General de Justicia del
Estado de Tabasco, la fecha 25 de octubre de 2012 y la leyenda, recibí con una firma,
la cual cabe mencionar coincide con la utilizada por el agente del Ministerio Publico
dentro de la Averiguación Previa MA-II-460/2010, de la misma manera el C. JIFR hizo
del conocimiento de este Organismo Público, que citado oficio jamás fue contestado.

Ahora bien es necesario recalcar que el derecho de petición, es la garantía
individual, en función de la cual, cualquier gobernado que presente una petición ante
una autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Cabe mencionar que existe una
correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, puesto que la
petición: debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y
recabarse la constancia de que fue entregada. Destacándose que la respuesta
formulada por la autoridad debe ser emitida en un breve término, entendiéndose por
éste el que racionalmente se requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá
que ser congruente con la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo recaído a la
petición en forma personal al gobernado.

Por lo que después de analizar el escrito que obra en el expediente de queja se
puede apreciar que el peticionario, cumplió con todas las formalidades de forma y
fondo para hacer uso de su derecho de petición, puesto que el escrito fue hecho de
manera pacífica y especificando claramente la naturaleza de su petición y
mencionado notoriamente la autoridad a la cual era dirigido.

Con fecha 08 de mayo de 2013, personal adscrito a este Organismo Público, se
constituyó a las instalaciones que ocupan la Dirección de Amparos, Procedencia de
Criterios de Oportunidad e Inconformidades, de la Procuraduría General de Justicia
del Estado de Tabasco, en la que previa solicitud a su titular, se tuvo a la vista la
indagatoria número MA-II-460/2010, advirtiéndose entre otras cosas que no existe
acuerdo alguno concerniente al escrito antes citado.

De igual manera a efectos de consolidar lo anteriormente dicho, el 25 de junio de
2013, se solicitó al M.D. RHR, Director de Amparos, Procedencia de Criterios de
Oportunidad e Inconformidades, de la Procuraduría General de Justicia del Estado de
Tabasco, remitiera copias certificadas, foliadas y rubricadas de la Averiguación Previa
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número MA-II-460/2010, siendo el caso que en fecha 2 de julio del año en curso, se
recibieron en este organismo público, referidas copias, constatándose que en las
constancias de mencionada averiguación no existe acuerdo alguno, referente al
escrito hecho por el quejoso y mucho menos evidencia de que mencionado escrito
haya sido contestado.

En consecuencia y previo análisis de las constancias que integran el expediente
de mérito, en la investigación de los mismos, este Organismo Público estima que en
el caso que se analiza, se acredita fehacientemente que existió una omisión de dar
contestación a la solicitud que realizó por escrito el quejoso en el ejercicio de su
derecho de petición consagrado en nuestra carta magna.

De los Derechos Vulnerados

Los datos y evidencias argumentados en párrafos precedentes, generan a este
Organismo Público, la plena convicción de que servidores públicos de la Procuraduría
General de Justicia del Estado, vulneraron los derechos humanos del señor JIFR, que
pueden clasificarse como Violación al Derecho a la Legalidad y Seguridad Jurídica,
en su modalidad de Dilación en la Procuración de Justicia y en su modalidad de
Omitir dar una respuesta a la petición formulada por cualquier persona en el
ejercicio de su derecho.

Ello se traduce en que el hoy quejoso, al presentar su denuncia pretendía que se
le administrara justicia, de forma pronta y expedita, esperando que el servidor público
que lo representara, se condujera con la máxima y óptima diligencia que su figura le
exige, respetando todos  y  cada uno de los lineamientos que conlleva el debido
proceso en la impartición de justicia; sin embargo, esto no se llevó a cabo,
contraviniendo las garantías citadas en los artículos 1, 14, 17, 20 apartado C y 21 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el Representante
Social, como ha quedado demostrado, fue deficiente y falto de interés en la
investigación de los hechos denunciados, al dejar de actuar por más de dos años en
la averiguación de mérito.

Tal omisión resulta particularmente grave, tomando en cuenta que la justicia en
materia penal, es un conjunto de actos de autoridad competente, encaminada a
establecer la verdad histórica de los hechos denunciados, mediante las aportaciones
que realicen la víctima y el inculpado, a más de las que determine al propio Ministerio
Público, ello mediante el procedimiento previamente establecido, tal y como lo
establece el artículo 4º del Código de Proceder en materia penal, que a la letra dice:
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“…Artículo 4º.- El procedimiento penal se sujetará al principio de verdad histórica.
El Ministerio Público en la averiguación previa, y el juzgador en el proceso,
llevarán a cabo todas las actuaciones conducentes a ese objetivo, y apoyarán con
los medios a su alcance el desahogo de las diligencias que propongan el
defensor, el inculpado, la víctima o el ofendido, con el mismo fin en los términos
de los derechos que les corresponden…”

Es de importancia mencionar que las obligaciones y facultades del agente del
Ministerio Público deben de realizarse con la diligencia que le marca la ley, la cual
debe cumplir de manera oportuna, lo cual no realizó en el presente caso, dejando
pasar el tiempo para actuar, incumpliendo a todas luces las normas jurídicas que
regulan en ese entonces su actividad, previstas por los artículos 3, fracciones II y III, 4
inciso a), fracción III, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia en el
Estado, que textualmente dicen:

“Artículo 3. –La Institución del Ministerio Público del Estado, presidida por el
Procurador General de Justicia, en su carácter de Representante Social, tendrá
las siguientes atribuciones que ejercerá por conducto de su titular o de sus
agentes y auxiliares: II.- Proveer la pronta, expedita y debida procuración de
justicia; III.- Velar por el respeto de los derechos humanos en la esfera de su
competencia;...”

“Artículo 4.- En la atribución persecutoria de los delitos, al Ministerio Público le
corresponde: a) En la averiguación previa:...III.- Practicar las diligencias
necesarias y allegarse las pruebas que considere pertinentes, para la acreditación
del cuerpo del delito y la probable responsabilidad de quienes en ellos hubieren
intervenido, así como para comprobar la responsabilidad civil exigible a terceros
para fundamentar, en su caso, el ejercicio de la acción penal y de la civil
reparadora del daño correspondiente;...”

Por otro lado, y si bien es cierto, que las leyes del procedimiento penal no
señalan un término para que el ministerio público integre la indagatoria, no obstante,
por la importancia que guarda  su función en la procuración de  la Justicia, está
obligado a actuar con celeridad y prontitud, acorde a los principios de honradez,
rapidez, profesionalismo y eficiencia, a que lo obliga el servicio público, establecidos
fundamentalmente en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en el que se reconoce el derecho ciudadano a recibir justicia de forma
pronta por tribunales que realizarán su labor en los plazos y términos que las leyes
establezcan, y en este tenor, el acceso de los particulares a la justicia en materia
penal, se asegura por medio de las disposiciones previstas en el Código de
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Procedimientos Penales tal y como lo establece el párrafo segundo del artículo 1° del
ordenamiento en cita, y quien lo aplica en la etapa de averiguación previa, es
precisamente el Ministerio Público, persecutor e investigador de los delitos acorde al
texto del artículo 21 de nuestra Carta Magna.

A mayor abundamiento se transcriben las disposiciones legales antes citadas:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los
derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse,
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece…….”
Artículo. 17, párrafo segundo.- “Toda persona tiene derecho a que se le
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los
plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera
pronta, completa e imparcial....”

Artículo 21. “…la investigación de los delitos corresponde al ministerio público y a
las policías, las cuales actuaran bajo la conducción y mando de aquel en el
ejercicio de esta función.…”

Robustece lo anterior la Jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la
Federación con el rubro ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOSMEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN
LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIAESTÁN
OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE
JURISDICCIONALES.

9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVI, Octubre de 2007; Pág. 209

La garantía individual de acceso a la impartición de justicia consagra a favor de
los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia pronta, que se traduce en
la obligación de las autoridades encargadas de su impartición de resolver
las controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos que
para tal efecto establezcan las leyes; 2. De justicia completa, consistente en
que la autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de todos
y cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al
gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la aplicación de la
ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que
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le garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia imparcial, que
significa que el juzgador emita una resolución apegada a derecho, y sin
favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. De
justicia gratuita, que estriba en que los órganos del Estado encargados de su
impartición, así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la prestación
de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía constitucional está
encaminada a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarla lo hagan de
manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se
encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la
integran son todas aquellas que realizan actos materialmente jurisdiccionales, es
decir, las que en su ámbito de competencia tienen la atribución necesaria para
dirimir un conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho,
independientemente de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo
materialmente jurisdiccionales.

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DEL ESTADO DE TABASCO.

Artículo 1.- “…Por medio del procedimiento penal se actualiza la función punitiva
del Estado y se asegura el acceso de los particulares a la justicia…”

Disposiciones legales que debidamente concatenadas con lo previsto por los
artículos 6°, 12, 119 y 129 del Código de Procedimientos Penales del Estado de
Tabasco, permiten afirmar que el servidor público que  conocieron en  torno  a  la
indagatoria apuntada previamente, debieron desplegar sus funciones y atribuciones,
de tal forma que en un plazo breve, realizaran todas y cada una de las diligencias y
actuaciones que estimaran pertinentes para la debida integración y en su caso
determinación de esta, a fin de procurar justicia de forma pronta y expedita al C. JIFR;
lo cual evidentemente no acontece, pues no se actuó con prontitud y brevedad,
menos aún se procuró practicar diligencias en un plazo breve, a fin de esclarecer los
hechos y  llegar a las  verdad histórica; antes bien, resulta notoria la extrema
negligencia en que incurrió el servidor público a cargo de la tramitación de la
indagatoria, origen del presente sumario; negándole con su ineficiencia el acceso a la
justicia al hoy quejoso, transcribiéndose a continuación los preceptos legales
invocados:

Código de Procedimientos Penales del Estado de Tabasco

“Artículo 6. El Ministerio Público observará la más rigurosa objetividad en el
desarrollo de la averiguación previa. En todo caso procurará el conocimiento de la
verdad sobre los hechos  constitutivos del delito y la responsabilidad de sus
autores. Está obligado a recabar y desahogar con diligencia las pruebas sobre los
hechos, la participación delictuosa y otros puntos sujetos a procedimiento, que
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sean pertinentes para establecer la verdad histórica y resolver, con este
fundamento, lo que proceda sobre el ejercicio de la acción. En caso de duda
razonable sobre la responsabilidad del indiciado, de modo que ésta pueda
considerarse probable, el Ministerio Público ejercitará la acción penal. En su
desempeño en todo el procedimiento, el Ministerio Público ajustará su actuación a
los principios de legalidad y buena fe.”

“Articulo 12. En el ejercicio de sus atribuciones, el Ministerio Público recibirá las
denuncias y querellas que se presenten por hechos probablemente delictuosos
cometidos en el Estado de Tabasco, realizará las investigaciones conducentes a
comprobar los elementos del cuerpo del delito y la probable responsabilidad del
indiciado...”

“Artículo 119. Iniciada la averiguación, el Ministerio Público o la autoridad que
legalmente lo sustituya y actúe en su auxilio, adoptarán las medidas conducentes
a probar la existencia de los elementos del cuerpo del delito en el caso que se
investiga, las circunstancias en que se cometió éste, y la identidad y
responsabilidad de quienes participaron en él, así como a salvaguardar los
legítimos interés del ofendido, asegurar las personas y cosas relacionadas con
los hechos y, en general, desarrollar legalmente la averiguación, conforme a la
naturaleza y finalidad de ésta...”

“Artículo 129.- El Ministerio Público no ejercitara la acción penal y pondrá en
libertad al indiciado, en su caso, cuando quede plenamente comprobado que los
hechos no son constitutivos de delito, el inculpado no intervino en ellos, existe
causa excluyente de responsabilidad…”

Robustece lo anterior, la siguiente tesis aislada emitida por al Poder Judicial de
la Federación que a continuación se reproduce:

MINISTERIO PÚBLICO. SU INACTIVIDAD AL NO INTEGRAR LA
AVERIGUACIÓN EN BREVE TERMINO VIOLA GARANTIAS.
De un análisis integral de los artículos 8°., 16, 17, 21 y 102-A, de la constitución,
se desprende que la representación social debe proveer en breve término a la
integración de la averiguación previa. Por lo tanto no es posible sostener que
como los artículos 123, 126, 133, 134 y 136 del Código de Procedimientos
Penales para el Estado de Durango, no establecen un término específico, para
integrar la averiguación previa, el órgano persecutor puede integrar la indagatoria
en forma discrecional y cuando lo estime pertinente; toda vez que, los mismos
numerales contemplan la obligación del Ministerio Público de tomar todas las
medidas necesarias para la integración de la averiguación, tan luego como se
tengan conocimiento de la posible existencia de un delito, así como de darle
seguimiento a las denuncias que se presenten y allegarse todos los elementos
necesarios para lograr el esclarecimiento de los hechos, dictando en uno u otro
caso la reserva del expediente, el no ejercicio o la consignación. De lo que se
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infiere, que los artículos mencionados de la ley secundaria, siguen los
lineamientos fijados en los artículos constitucionales en comento, por lo que no se
justifica la inactividad del Ministerio Público, pues transcurrieron más de siete
meses entre la fecha de presentación de la denuncia y la demanda de amparo, sin
que existiera avance alguno en la averiguación, lo que como se ha demostrado
implica violación de garantías.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Amparo en revisión 305/98.- Abdón Gallegos Quiñónez.- 18 de febrero de 1999.-
Unanimidad de votos.- Ponente: Luz Patricia hidalgo Córdova.- Secretario:
Gilberto Andrés Delgado Pedroza.
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta. Epoca: Novena Epoca. Tomo X, Julio de 1999. Tesis:
VIII.1°.32 A Página: 884. Tesis Aislada.

Es oportuno que comentar que el principio de Seguridad Jurídica parte de un
principio de certeza en cuanto a la aplicación de disposiciones jurídicas que definen la
forma en la que las autoridades deben de actuar y que la aplicación del orden jurídico
a los ciudadanos será eficaz y velara por el respeto a los derechos humanos

Ahora bien, en el contexto de los derechos humanos, la tutela de estos, no se
constriñe únicamente a lo previsto por la Carta Magna, antes bien, su protección y
defensa reviste un interés internacional, especialmente aquellos que se refieren al
derecho a la seguridad jurídica y a la justicia, por lo que en este orden de ideas, bajo
el principio “pacta sunt servanda” el Estado Mexicano, ha suscrito diversos tratados
internacionales, cuya aceptación o adhesión, implica por sí mismo la intención de
buena fe, de incorporar las normas contenidas en dichos instrumentos
internacionales, al cotidiano actuar de la autoridad; es decir la mera aceptación de
instrumentos internacionales, obliga a las autoridades a desplegar su actuación bajo
los parámetros establecidos por éstos.

Lo cual evidentemente no se cumple en el caso que se analiza, ya que tal y como
quedó demostrado en párrafos previos, la omisión y negligencia en que han incurrido
servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado, responsables
de la tramitación de la indagatoria MA-II-460/2010, no se reduce a una mera cuestión
procesal, se trata más bien de un grave atentado al derecho de JIFR, a recibir justicia
en forma pronta y expedita, tutelado no solo por la legislación del Estado Mexicano,
sino previsto incluso por diversos instrumentos internacionales como la Declaración
Universal de los Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y
Convención Americana Sobre Derechos Humanos, que en esencia establecen el
derecho de toda persona a ser oída por tribunal competente para la determinación de
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sus derechos; lo cual evidentemente no se satisface, pues tal y como ha quedado
claramente establecido, la averiguación previa relacionada presentó un notable
periodo de  inactividad y dilación, haciendo nugatorio el derecho del multicitado
quejoso a recibir justicia en forma pronta y expedita.

Transcribiéndose a continuación los ordenamientos comentados:

Declaración Universal de Derechos Humanos
Adoptada el 10 de Diciembre de 1948, Resolución de la Asamblea General de la ONU No.
217ª

“Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a
ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial,
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el exámen de
cualquier acusación contra ella en materia penal…”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Adoptado por la Asamblea General de la ONU en 1966.
Ratificada por México, publicada en el Diario Oficial y entrada en vigor en 1981.

“Artículo 14.1… Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las
debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial,
establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter
penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u
obligaciones de carácter civil…”

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre

“Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus
derechos…”

Convención Americana sobre Derechos Humanos

“Artículo 8. Garantías judiciales. 1. toda persona tiene derecho a ser oída, con las
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter…”

En referencia al principio de razonabilidad, la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos en la Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993,
llamada Ciertas Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(Arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 de la Convención Americana sobre Derechos
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Humanos), ha señalado que el plazo razonable, “implica un juicio de valor y una
conformidad con los principios del sentido común. Siendo razonable lo justo, lo
proporcionado y lo equitativo, por oposición a lo injusto, absurdo y arbitraria […]”

Con base en lo anterior, entendemos que: la exigencia de que las causas
judiciales se definan dentro de un “plazo razonable”, como uno de los derechos
mínimos de los justiciables.

Ahora bien considerando entonces que los fiscales desempeñan un papel
fundamental en la procuración y administración de justicia, y las normas que rigen el
desempeño de   sus importantes   funciones deben   fomentar el respeto   y el
cumplimiento de los principios que consagra la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, de igualdad ante la ley y el derecho de toda persona a ser oída
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial; y contribuir de
esa manera a un sistema penal justo; en congruencia con dichos principios, México
adoptó  con  fecha 07 de  septiembre de 1990, un instrumento internacional de
derechos humanos, proclamado por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas
sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, celebrado en la Habana,
Cuba, denominado Directrices De Las Naciones Unidas sobre la Función De Los
Fiscales, el cual dispone:

11. Los fiscales desempeñarán un papel activo en el procedimiento penal, incluida
la iniciación del procedimiento y, cuando así lo autorice la ley o se ajuste a la
práctica local, en la investigación de delitos, la supervisión de la legalidad de esas
investigaciones, la supervisión de la ejecución de fallos judiciales y el ejercicio de
otras funciones como representantes del interés público.
Artículo 12.- Los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus
funciones con imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la dignidad
humana y defender los derechos humanos, contribuyendo de esa manera a
asegurar el debido proceso y el buen funcionamiento del sistema de justicia penal.

Es necesario enfatizar que el criterio que ha sostenido la Corte Interamericana
de Derechos Humanos es que la investigación de los hechos que atenten contra los
derechos de una persona debe tener un sentido, pues si sus hechos no son
investigados con seriedad resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público,
lo que comprometería la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho
en sí mismo, sino por la falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para
tratarla en los términos requeridos por la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.
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En ese mismo orden de ideas, la propia Corte Interamericana de Derechos
Humanos, ha establecido  similar criterio,  cito en el párrafo 128, del caso López
Álvarez Vs. Honduras, Sentencia de 1 de febrero de 2006, (Fondo, Reparaciones y
Costas), que en detalle  considera que una demora prolongada puede  llegar a
constituir violación de garantías judiciales, asimismo la Corte ha estimado en el
párrafo 155 del caso de la Masacre de La Rochela Vs. Colombia, Sentencia de 11 de
Mayo de 2007, (Fondo, Reparaciones y Costas), que todo proceso debe desarrollarse
con la debida diligencia, y que el incumplimiento de ésta, se manifiesta en la
irrazonabilidad del plazo transcurrido en las investigaciones, en relación con la
razonabilidad del plazo; de igual forma, dicho Tribunal ha señalado en el párrafo 112
del caso Kawas Fernández vs. Honduras, Sentencia de 3 de abril de 2009, (Fondo,
Reparaciones y Costas), que el derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un
tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga
todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido, criterios jurisprudenciales
que a continuación se transcriben:

“128. El derecho de acceso a la justicia implica que la solución de la controversia
se produzca en tiempo razonable; una demora prolongada puede llegar a
constituir, por sí misma, una violación de las garantías judiciales…”

“155. La Corte estima que la inefectividad de tales procesos penales queda
claramente evidenciada al analizar la falta de debida diligencia en la conducción
de las acciones oficiales de investigación. Esta falta de debida diligencia se
manifiesta en la irrazonabilidad del plazo transcurrido en las investigaciones, la
falta de adopción de las medidas necesarias de protección ante las amenazas
que se presentaron durante las investigaciones, las demoras, obstáculos y
obstrucciones en la realización de actuaciones procesales y graves omisiones en
el seguimiento de líneas lógicas de investigación…”

“112. En relación con la razonabilidad del plazo, este Tribunal ha señalado que el
derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un tiempo razonable, el
derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo
necesario para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los
responsables. La Corte ha establecido que es preciso tomar en cuenta cuatro
elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) complejidad del asunto,
b) actividad procesal del interesado, c) conducta de las autoridades judiciales, y
d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el
proceso…”

El Ministerio Público, no solo es responsable del imperio de la legalidad en la
integración, determinación y acuerdos de las averiguaciones previas, sino que
también se constituye en el responsable de que las víctimas del delito, puedan gozar
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a plenitud de sus garantías, y por ende, de velar eficientemente por que se respeten
sus derechos humanos, sin perder de vista que su función esencial es investigar y
perseguir los delitos, lo cual dejó de hacer, por más de 2 años, sin que se aprecie
justificación alguna de tal omisión, dejando inactiva la indagatoria MA-II-460/2010,
omitiendo llevar a cabo diligencias necesarias para investigar la verdad histórica de
los hechos motivo de la denuncia y una vez corroborados girar las acciones
pertinentes hacer válida la reparación del daño, incumpliendo con lo previsto en ese
entonces por el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia
del Estado de Tabasco, que a la letra dicen lo siguiente:

“Artículo 3.- La Institución del Ministerio Público del Estado, presidida por el
Procurador General de Justicia en su carácter de Representante Social, tendrá las
siguientes atribuciones que ejercerá por conducto de su titular o de sus agentes y
auxiliares: I. Investigar y perseguir los delitos del orden común, cometidos en el
Estado de Tabasco, o que causen o estén destinados a causar sus efectos dentro
del mismo territorio; III. Velar por el respeto de los derechos humanos en la esfera
de su competencia; … VII. Proporcionar la protección de los derechos de las
víctimas de la conducta delictiva, del ofendido o de sus derechohabientes;…”

Es trascendental comentar que el principio de legalidad implica el sometimiento
de la autoridad a la ley, donde sus actuaciones deben ser siempre a pegadas a la
normatividad para lograr brindar seguridad jurídica, lo cual en el caso concreto que se
analiza no sucedió, puesto que las actuaciones realizadas por el agente del ministerio
público de mérito, contravienen en su totalidad a la normatividad citada con
anterioridad. Luego entonces, al incumplir el Ministerio Público con su obligación,
vulneró en agravio de JIFR la garantía de recibir justicia en términos de ley y por
ende, incumplió con el principio de legalidad, previsto por el artículo 2º del Código de
Procedimientos Penales, que para mayor constancia se transcribe:

“Artículo 2º.- Regirá el principio de legalidad estricta en la constitución de los
órganos persecutorios y jurisdiccionales, el desarrollo del proceso y la emisión de
la sentencia. El ministerio Público, el defensor y el órgano jurisdiccional estarán
sometidos al imperio de la ley en el ejercicio de sus atribuciones, y será sujetos
de aplicación de sanciones en el supuesto de incumplimiento o desvío en el
desempeño de las funciones que les corresponden…”

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la
Ley Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 17 de diciembre de
1979.
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Artículo 2 En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer
cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y
defenderán los derechos humanos de todas las personas

Ahora bien como se advierte en el capítulo anterior, el derecho a la seguridad jurídica
no fue el único derecho violentado en agravio del señor JIFR, toda vez que el quejoso
antes citado en el ejercicio de su derecho mediante el escrito de fecha 25 de octubre
de 2012, solicitó se le informara el estado que guardaba la indagatoria MA-II-
460/2010, en la cual era el agraviado, el cual como se acredito en el capítulo anterior
jamás fue contestado por la autoridad de mérito.

Por tanto, es evidente la trasgresión al derecho de petición, pues la actuación por
parte del Agente del Ministerio en Público adscrito a la Agencia Investigadora de
Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, careció de los requisitos indispensables
señalados en el artículo 8º Constitucional de recaer una respuesta por escrito a toda
petición formulada por los particulares a la autoridad y aunado a ello lo señalado en la
fracción IV, del artículo 7, de la Constitución Política del Estado de Tabasco, en
cuanto al término para dar contestación a la petición, plazo que claramente ha sido
excedido por la autoridad señalada como responsable.

En virtud de lo anterior y de acuerdo a lo contemplado por la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos 8 y 133, se puede concluir la
existencia de la violación al derecho de petición del hoy quejoso.

Artículo 8.- Los funcionarios y empleados públicos respetaran el ejercicio del
derecho de petición, siempre que esta se formule por escrito, de manera pacífica
y respetuosa; pero en materia política solo podrán hacer uso de ese derecho los
ciudadanos de la República. A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de
la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer
en breve término al peticionario;

Artículo 133.- Esta Constitución, las Leyes del Congreso de la Unión que
emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma,
celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación
del senado, serán la ley suprema de toda la unión. Los jueces de cada Estado se
arreglaran a dicha Constitución, Leyes y Tratados, a pesar de las disposiciones
en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los estados.

De la misma manera los instrumentos internacionales reconocen el derecho de
petición como es la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre, en su artículo 24, lo cual dispone;
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Artículo 24.- Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a
cualquiera autoridad competente, ya sea por motivo de interés general, de interés
particular, y el de obtener pronta resolución.

De igual forma la Normatividad del Estado de Tabasco, contempla dentro de su
legislación el derecho de petición, por lo que para mayor sustento se trascriben a
continuación:

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco señala en el
artículo

Artículo 7.- Son derechos de los ciudadanos Tabasqueños:
IV. Ejercer el de petición por escrito, en forma pacífica y respetuosa; a toda
petición la autoridad ante quien se ejercite, dictará su proveído dentro de quince
días hábiles cuando las leyes no señalen otros términos.

Ley Reglamentaria de la Fracción IV, del artículo 7, de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco

Articulo16.- Una vez admitida a trámite una petición, la autoridad u órgano
competente, en los términos de las disposiciones que le resulten aplicables,
estará obligada a resolver, por escrito, en el plazo establecido en el artículo 7,
fracción IV, de la Constitución del Estado, contados a partir de la fecha de la
presentación completa del escrito de que se trate o del cumplimiento del
requerimiento a que se refiere el artículo 11 de esta Ley.

Artículo 18.- La resolución por la que se dé contestación, deberá ser oportuna y
contener cuando menos los siguientes requisitos: I. Autoridad que las dicta, lugar
y fecha; II. Fundamentación y motivación; III. Ser congruente con lo solicitado;
IV. La precisión de si concede o niega lo solicitado, y V. Nombre y firma del
servidor público que emite la resolución.

Artículo 21.- La resolución de que se trate deberá ser notificada personalmente a
la parte interesada, dentro del término de 15 días hábiles posteriores a la
recepción de la petición o al cumplimiento de los requerimientos en su caso,
indistintamente, mediante oficio, por correo o por vía telegráfica.

Artículo 22.- En caso de que, como resultado de la petición, se haya adoptado
cualquier acuerdo, medida o resolución específica, se agregará copia de ella a la
contestación.
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Artículo 24: Se considerará causa de responsabilidad administrativa de los
servidores públicos obligados, la negativa de atender el derecho de petición,

Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del vigésimo
Primer Circuito, mediante la Jurisprudencia (Constitucional) J]; 9a. Época;
T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, Marzo de 2011; Pág. 2167
DERECHO DE PETICION Y SUS ELEMENTOS
El denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de los tribunales del
Poder Judicial de la Federación, es la garantía individual consagrada en el
artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
función de la cual cualquier gobernado que presente una petición ante una
autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta. Así, su ejercicio por el particular
y la correlativa obligación de la autoridad de producir una respuesta, se
caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: debe formularse de
manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la constancia
de que fue entregada; además de que el peticionario ha de proporcionar el
domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la autoridad debe emitir un
acuerdo en breve término, entendiéndose por éste el que racionalmente se
requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser congruente con
la petición y la autoridad debe notificar el acuerdo recaído a la petición en forma
personal al gobernado en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que
exista obligación de resolver en determinado sentido, esto es, el ejercicio del
derecho de petición no constriñe a la autoridad ante quien se formuló, a que
provea de conformidad lo solicitado por el promovente, sino que está en libertad
de resolver de conformidad con los ordenamientos que resulten aplicables al
caso, y la respuesta o trámite que se dé a la petición debe ser comunicada
precisamente por la autoridad ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra
diversa.

[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XX, Diciembre de 2004; Pág.
1330
DERECHO DE PETICIÓN. AL EXAMINAR EL CUMPLIMIENTO A ESTA
GARANTÍA, ES INDISPENSABLE ANALIZAR LA LEGALIDAD DE LA
NOTIFICACIÓN DE LA RESPUESTA EMITIDA.
Del artículo 8o. de la Constitución Federal y de los criterios jurisprudenciales que
lo han interpretado, se desprende que en torno al derecho de petición deben
actualizarse las siguientes premisas: la existencia de una petición de un particular
ante una autoridad, formulada por escrito, de manera pacífica y respetuosa; y las
correlativas obligaciones de la autoridad de emitir acuerdo en breve término, en el
que dé contestación de manera congruente a la petición formulada y de notificar
al gobernado en el domicilio señalado para tal efecto, la resolución
correspondiente. Sobre esas premisas, es dable concluir que la notificación del
acuerdo que recaiga a la solicitud formulada es uno de los elementos
constitutivos del derecho público subjetivo en comento; lo que precisa en el juicio
de amparo la necesidad de analizar la legalidad de la notificación que se realice
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para hacer del conocimiento del gobernado la respuesta de la solicitud, bastando
para ello la simple argumentación en la demanda de garantías de que no se dictó
tal determinación o que no se dio a conocer al solicitante. Se expone tal aserto,
porque precisamente la omisión o indebida notificación de la contestación
correspondiente, implica la falta de conocimiento de la forma y términos en los
que la autoridad contestó la petición formulada, en el entendido de que aun
cuando se haya dictado la resolución respectiva, si ésta no fue notificada
debidamente provoca, en principio, la creencia de la omisión de su dictado y, por
ende, la falta de cumplimiento cabal del derecho de petición. En ese orden de
ideas, basta que el quejoso alegue que no tiene conocimiento de la respuesta
emitida para que el juzgador de amparo tenga la obligación de examinar si la
contestación se emitió y fue notificada al peticionario; proceder este último que le
impone, a su vez, el deber de examinar no  solamente la existencia de la
constancia de una notificación, sino también, si la notificación reúne las
formalidades legales, esto es, los elementos jurídicos mínimos que determinan su
existencia y el cumplimiento de su cometido, que es, sin lugar a dudas, hacer del
pleno conocimiento del solicitante la determinación dictada respecto de su
petición; de lo que se sigue que el juzgador de amparo está obligado a examinar
que la relativa notificación haya satisfecho su cometido, sin que este examen
implique que esté supliendo la deficiencia de la queja DECIMO QUINTO
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER
CIRCUITO

IV.- D E L A R E P A R A C I Ó N

Los Derechos Humanos, son todas aquellas condiciones esenciales que le dan
forma a la integridad de la persona, consecuentemente, la protección y defensa de
estos derechos, tiene como finalidad preservarlos, restituirlos y tomar medidas
preventivas y correctivas para cumplir con dicho propósito.

La recomendación es el fruto de esa labor de protección y defensa de derechos
humanos, por lo cual, ésta debe encausarse a hacer evidente las faltas y omisiones
de la autoridad que se señale como responsable, buscando la reparación del daño
ocasionado a favor del agraviado, así como garantizar a la sociedad que tales actos
no sigan repitiéndose, a través de la sanción de dichas conductas indebidas.
Obteniendo así que el servidor público que incurra en violación de derechos humanos
se encuentra sujeto a responsabilidad y por ende obligado a realizar las reparaciones
que le son consecuencia del hecho ilícito que se le atribuye, gestando de esta manera
el vínculo necesario entre un hecho y los preceptos jurídicos correspondientes.

En ese  sentido, la Recomendación  se vuelve uno de los instrumentos más
importantes para la protección y defensa de los derechos humanos; aun careciendo
de obligatoriedad a la autoridad, pues constituye un escrutinio de las conductas
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realizadas por los servidores públicos que vulneraron los preceptos que conforman la
dignidad de toda persona, por lo que en ella, se apuntan las medidas mínimas que
deben desplegar las autoridades responsables para restituir en la medida de lo
posible, los derechos que fueron afectados y para reparar los daños y prejuicios que
se hubiesen generado.

Tal aseveración lo ha señalado la Corte Interamericanas de Derechos Humanos,
dentro del Caso Blake vs Guatemala (Sentencia del 22 de enero de 1999, párrafo 33)
la reparación “es el término genérico que comprende las diferentes formas como un
Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha incurrido
(restitutio in integrum, indemnización, satisfacción, garantías de no repetición, entre
otras)”.

En este tenor de ideas, resulta oportuno citar lo pronunciado, de igual manera
por dicho Tribunal, en el Caso Blanco Romero y Otros vs Venezuela (Sentencia del 28
de noviembre de 2005, párrafos 67 y 69), en el que ha establecido que “es un
principio de Derecho Internacional que toda violación de una obligación internacional
que haya producido un daño implica el deber de repararlo adecuadamente”, es decir,
en la medida de lo posible, la plena restitución (restitutio in integrum), que consiste en
el restablecimiento de la situación anterior, entendiendo así, a la reparación del daño
como “las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones
cometidas. Su naturaleza y su monto dependen de las características de la violación y
del daño ocasionado en los planos material e inmaterial. No pueden implicar
enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus sucesores, y deben guardar
relación con las violaciones declaradas en la Sentencia”, interpretación que la Corte
ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, según el cual:

“…cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en la
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su
derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente,
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte
lesionada…”

Esta reparación tiene que realizarse dentro de la normatividad de las leyes
mexicanas y de aquellos tratados de los que el Estado es parte y habiéndose
demostrado en capítulos precedentes la participación y responsabilidad de la
autoridad señalada como responsable, se ha configurado la hipótesis o la obligación
contemplada en tales preceptos, que de manera textual prevén la obligación del
Estado de reparar y sancionar la violación a derechos humanos, siendo oportuno citar
los siguientes  criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
mismos que a la letra dicen lo siguiente:
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[TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2;
Pág. 1838
PRINCIPIO PRO HOMINE. SU CONCEPTUALIZACIÓN Y FUNDAMENTOS.
En atención al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, adicionado mediante decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, las normas en materia
de derechos humanos se interpretarán de conformidad con la Carta Magna y con
los tratados internacionales de la materia, procurando favorecer en todo tiempo a
las personas con la aplicación más amplia. Dicho precepto recoge de manera
directa el criterio o directriz hermenéutica denominada principio pro homine, el
cual consiste en ponderar ante todo la fundamentalidad de los derechos
humanos, a efecto de estar siempre a favor del hombre, lo que implica que debe
acudirse a la norma más amplia o a la interpretación extensiva cuando se trate de
derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más
restringida, cuando se trate de establecer límites para su ejercicio. Asimismo, en
el plano del derecho internacional, el principio en mención se encuentra
consagrado en los artículos 29 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y 5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, publicados
en el Diario Oficial de la Federación, de manera respectiva, el siete y el veinte de
mayo de mil novecientos ochenta y uno.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO OCTAVO CIRCUITO
[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; XXVIII, Diciembre de 2008; Pág.
1052
JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL. SU UTILIDAD ORIENTADORA EN
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS
Una vez incorporados a la Ley Suprema de toda la Unión los tratados
internacionales suscritos por México, en materia de derechos humanos, y dado el
reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, es posible invocar la jurisprudencia de dicho tribunal
internacional como criterio orientador cuando se trate de la interpretación y
cumplimiento de las disposiciones protectoras de los derechos humanos.
SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER
CIRCUITO

a).- De la Reparación del Daño

Cuando ha quedado evidenciada la responsabilidad de la autoridad/servidor
público señalado como responsable, también se gestan obligaciones sustanciales, tal
es así, como la restitución íntegra del daño causado, la cual puede adoptar la forma de
restitución de derechos, de indemnización y de satisfacción; debiendo entenderse la
restitución o reparación como el restablecimiento del individuo a la situación en que se
encontraba antes de los hechos violatorios a sus derechos, constituyen las acciones
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del Estado, a nombre de la sociedad, que buscan reconocer y resarcir en la medida de
lo posible, el daño producido, reafirmando la dignidad de las víctimas y su condición de
ciudadanos plenos. Es decir, la reparación debe expresar el reconocimiento a las
víctimas como individuos y ciudadanos cuyos derechos han sido violados, el
reconocimiento de la responsabilidad del Estado en las violaciones, así como el
compromiso público de responder por el impacto persistente que las violaciones tienen
en la vida de las víctimas. De este modo, la reparación es a la vez una obligación del
Estado y un derecho de las víctimas, siempre que esta sea materialmente posible,
caso contrario, deberán buscarse otras formas de reparación.

En ese tenor, es de vital importancia señalar, que actualmente nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a todos los servidores
públicos a observar, proteger, respetar y garantizar los derechos humanos, y en caso
de vulneración de estos, se investigue y repare tal hecho, por lo que en concordancia
con el principio pro persona, es apremiante su aplicación al caso concreto; disposición
que se trascribe a continuación.

“Artículo 1(…)
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar
y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca
la ley…”

b).- De la sanción

Aunado a la reparación del daño y siguiendo la lógica jurídica de investigación,
acreditación de hechos que vulneran derechos humanos, señalar la responsabilidad
de servidores públicos, y determinar la  forma de reparar lo trasgredido, es
fundamental recomendar al Estado, que en su función de ente garante de los
derechos humanos, emita el reproche jurídico correspondiente a estos últimos, por lo
que es necesario que finque la ejecución de sanciones previstas en los
ordenamientos que regulan su actividad, con motivo del ejercicio indebido de su
cargo, y asimismo, tener un impacto en la sociedad que asegure que dichos actos no
se vuelvan a repetir, llevándose a cabo por la vía procesal correspondiente.

Por lo cual, los procedimientos antes mencionados, deberán ser aplicados
conforme a lo dispuesto por los artículos 2, 46 y 47 fracciones I y XXI de la Ley de
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado, que de manera  literal
señalan lo siguiente:
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“Artículo 2.- Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos mencionados en el
párrafo primero del artículo 66 Constitucional y en el párrafo primero del artículo
68 y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos de
carácter público.”
“Artículo 46.- Incurren en responsabilidad administrativa los servidores públicos a
que se refiere el artículo 2º de esta Ley.”
“Artículo 47.-Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para
salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben
ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y cuyo
incumplimiento dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan,
sin perjuicio de sus derechos laborales.- I.- Cumplir con la máxima diligencia el
servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que
cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio
indebido de un empleo, cargo o comisión;...”
“...XXI.- Abstenerse de cualquier conducta que implique incumplimiento de
cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público;...”

Asimismo dicha responsabilidad deriva por su calidad de servidores públicos de
acuerdo a lo establecido en los artículos 66, 67 fracción III y 71 de la Constitución
Política Local.

Artículo 66.- “...Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título,
se reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a
los miembros del Poder Judicial, a los funcionarios y empleados, y, en general a
toda persona que desempeñe un empleo, cargo  o comisión, de cualquier
naturaleza en cualquiera de los Poderes del Estado y en la Administración Pública
Municipal, los que serán responsables por actos u omisiones en que incurran en el
desempeño de sus respectivas funciones...

Artículo 67.- “...La Legislatura del Estado, expedirá la Ley de Responsabilidades
de los Servidores Públicos y las demás normas conducentes a sancionar a
quienes, teniendo este carácter incurran en responsabilidad de acuerdo con las
siguientes prevenciones: ...III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los
servidores públicos por aquellos actos y eficiencia que deban observar en el
desempeño de sus empleos, cargos o comisiones...”

Artículo 71.-”...Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores
públicos determinarán sus obligaciones a fin de salvaguardar la legalidad,
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desempeño de sus funciones,
empleos, cargos y comisiones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones
en que incurran, así como los procedimientos y las autoridades para aplicarlas...”

Sirve de apoyo a lo anteriormente expuesto, los siguientes criterios de
Jurisprudencias:
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RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PUBLICOS. SUS MODALIDADES
DE ACUERDO CON EL TITULO CUARTO CONSTITUCIONAL. De acuerdo con
lo dispuesto por los artículos 108 al 114 de la Constitución Federal, el sistema de
responsabilidades de los servidores públicos se conforma por cuatro vertientes:
A).- La responsabilidad política para ciertas categorías de servidores públicos de
alto rango, por la comisión de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los
intereses públicos fundamentales o de su buen despacho; B).- La responsabilidad
penal para los servidores públicos que incurran en delito; C).- La responsabilidad
administrativa para los que falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y
eficiencia en la función pública, y D).- La responsabilidad civil para los servidores
públicos que con su actuación ilícita causen daños patrimoniales. Por lo demás, el
sistema descansa en un principio de autonomía, conforme al cual para cada tipo
de responsabilidad se instituyen órganos, procedimientos, supuestos y sanciones
propias, aunque algunas de éstas coincidan desde el punto de vista material,
como ocurre tratándose de las sanciones económicas aplicables tanto a la
responsabilidad política, a la administrativa o penal, así como la inhabilitación
prevista para las dos primeras, de modo que un servidor público puede ser sujeto
de varias responsabilidades y, por lo mismo, susceptible de ser sancionado en
diferentes vías y con distintas sanciones.
Amparo en revisión 237/94. Federico Vera Copca y otro. 23 de octubre de 1995.
Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Adriana
Campuzano de Ortiz.
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el quince de abril en curso,
aprobó, con el número LX/1996, la tesis que antecede; y determinó que la
votación es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. México, Distrito Federal, a
quince de abril de mil novecientos noventa y seis.
[TA]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo III, Abril de 1996; Pág. 128

EMPLEADOS PUBLICOS O  FUNCIONARIOS, RESPONSABILIDAD EN QUE
PUEDEN INCURRIR LOS. El funcionario o empleado público es responsable del
incumplimiento de los deberes que le impone la función que desempeña. La
responsabilidad puede ser de índole administrativa, civil o penal. La
responsabilidad administrativa se origina por la comisión de faltas disciplinarias y
da lugar a la imposición de correcciones de carácter también disciplinarias. La
fracción I, del artículo 238, del Reglamento de la Ley Orgánica de la Contraloría
de la Federación, que establecía las tres clases de responsabilidades que se
acaban de mencionar, definía la primera de ellas en los siguientes términos:
administrativas, cuando se refieren a faltas u omisiones en el desempeño de las
labores y que pueden ser corregidas mediante procedimientos puramente
administrativos. Se está en presencia de la responsabilidad civil cuando el
incumplimiento de las obligaciones públicas se traduce en un menoscabo en el
patrimonio del Estado. En este caso se trata de una responsabilidad
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exclusivamente pecuniaria, que se establece con el único fin de resarcir al Estado
de los daños sufridos. La fracción II, del precepto invocado, consideraba como
responsabilidades de ese tipo aquellas que provengan de faltas o errores
cometidas en el manejo de fondos o bienes que traigan aparejada la pérdida o
menoscabo de dichos bienes; o las que se originen por no satisfacer las
prestaciones derivadas de contratos celebrados con el Gobierno Federal o sus
dependencias; y por último, las que emanan de la comisión de un delito y se
incurre en responsabilidad penal  cuando en el ejercicio de sus funciones, el
empleado o funcionario ejecuta un hecho que la ley considera como delito. La
fracción III, del mismo artículo 238, empleaba la siguiente definición: penales,
cuando provengan de delitos o faltas previstos por la ley penal. La fuente de las
tres clases de responsabilidades se encuentra en la ley, de tal manera que en
todo caso tendrá que ocurrirse al derecho positivo para determinar la
responsabilidad correspondiente a un hecho determinado, si el autor puede ser
simultáneamente responsable en los tres órdenes, por la misma falta, y la
autoridad puede declararla.
Amparo administrativo en revisión 1203/42. Quesnel Acosta Gorgonio. 19 de abril
de 1944. Unanimidad de cuatro votos. El Ministro Franco Carreño no intervino en
este asunto por las razones que se asientan en el acta del día. Relator: Gabino
Fraga.
[TA]; 5a. Época; 2a. Sala; S.J.F.; Tomo LXXX; Pág. 848

La falta cometida por el agente del Ministerio Público, puede dar lugar a que se
le sancione conforme lo establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores
públicos, así como puede corresponderle responsabilidad penal, pues la dilación en
que incurrió, por más de 2 años, hace posible que pueda actualizarse el tipo penal
establecido en el artículo 269 fracción II y 271 fracción III, que a la letra indican lo
siguiente:

“Artículo 269.- Se aplicará prisión de uno a cinco años y multa de cien a
trescientos días multa al servidor público que: II.- Ejecute un acto, o incurra en una
omisión, que dañe jurídicamente a alguien o le conceda una ventaja indebida; …”
“Artículo 271.- Se aplicará prisión de uno a cinco años y multa de cien a
trescientos días multa al servidor público que: III.- Retarde o entorpezca la
administración de justicia,…”

Resulta oportuno aclarar, que la normatividad citada, corresponde a la vigente al
momento de suscitarse los hechos materia de la presente.

Por lo expuesto y fundado esta Comisión Estatal de Derechos Humanos, tiene a
bien emitir con todo respeto el siguiente:
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V.- R E S O L U T I V O:

Recomendación número 63/2013: Atendiendo a sus atribuciones y en razón de
lo señalado en la presente resolución, Instruya a quien corresponda a fin de que se
realicen las investigaciones administrativas que resulten necesarias, con la finalidad
de determinar la responsabilidad en la que incurrieron los servidores públicos
involucrados en los actos descritos en los capítulos precedentes y se les sancione
conforme lo establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se le
devista al C. JIFR, para que manifieste lo que a su derecho convenga.

Recomendación número 64/2013: Se remita copia de la presente, al agente del
Ministerio Público Investigador, a fin de que inicie la averiguación previa
correspondiente, en la cual deberá investigarse y determinarse, si los servidores
públicos que conocieron con respecto a la averiguación previa número AP-MA-II-
460/2010, al desplegar los actos detallados en los capítulos precedentes, incurrieron
en las hipótesis previstas por los artículos 269 fracción II, 271 fracción III u otra del
Código Penal vigente, indagatoria en la cual deberá darse vista al interesado JIFR, a
fin de que exprese lo que a su derecho convenga.

Recomendación número 65/2013: Se instruya al Agente del Ministerio Público
que conozca la averiguación previa que se inicie, a efecto de que  a la brevedad
posible, le dé a conocer al C. JIFR, la totalidad de los derechos que en su favor
establece el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
apartado C, en su calidad de ofendido.

Recomendación número 66/2013: En caso que el agraviado no cuente con
Asesor Particular, se instruya al Asesor Jurídico adscrito a efectos de que proporcione
al agraviado, explicación detallada con relación a la reparación del daño que en su
caso proceda, así como las pruebas que puedan desahogarse para establecer su
existencia y monto.

Recomendación número 67/2013: Gire sus apreciables instrucciones a quien
corresponda a fin de que se creen controles de eficiencia y mecanismos de revisión
periódica, de las actuaciones realizadas por el Agente del Ministerio Público adscrito
a la Agencia Investigadora de Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, esto con la
finalidad de prevenir futuras transgresiones a los derechos humano y conseguir mayor
eficiencia en la impartición de justicia.

Recomendación número 68/2013: Gire sus apreciables instrucciones a quien
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corresponda, a efectos de que exhorte por escrito, al Agente del Ministerio Público
Investigador de Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, a que dé cumplimiento a lo
estipulado por el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y su reglamentación y el artículo 7 de la Constitución Política Del Estado
Libre Y Soberano De Tabasco.

Recomendación número 69/2013: Se recomienda instruir al personal adscrito a
la Agencia Investigadora de Ciudad Pemex, Macuspana, Tabasco, sobre “Derechos
Humanos y Administración de Justicia” y “ Derecho de Petición”; para lo anterior,
salvo mejor opinión de Usted, la Secretaría Técnica de este Organismo Público queda
a su disposición para impartir dicha capacitación, previa solicitud.

La presente recomendación de acuerdo con lo señalado en el artículo 4, párrafo
tercero, de la Constitución Política del Estado de Libre y Soberano del Estado de
Tabasco, tiene el carácter de pública y se emite con el propósito fundamental, tanto
de hacer una declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores
públicos en el ejercicio de la facultad que expresamente les confiere la ley, como de
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o
cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribuciones,
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida.

Las recomendaciones de esta Comisión Estatal de Derechos Humanos no
pretenden, en modo alguno, desacreditar  a las instituciones, ni constituyen una
afrenta o agravio a las mismas o a sus titulares, sino que, por el contrario, deben ser
concebidas como un instrumento indispensable en las sociedades democráticas y en
un Estado de Derecho para lograr su fortalecimiento a través de la legitimidad que con
su cumplimiento adquiere la autoridad y los funcionarios ante la sociedad. Dicha
legitimidad se fortalecerá de manera progresiva cada vez que se logre que aquéllas y
éstos  sometan su actuación a la norma jurídica y a los criterios de justicia que
conlleva el respeto a los Derechos Humanos.

De conformidad con los artículos 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión
Estatal de derechos Humanos de Tabasco y 121 de su Reglamento, solicitó a usted
que la respuesta sobre la aceptación de esta recomendación, nos sea informada
dentro del término de 15 días hábiles siguientes a su notificación.

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, le solicito que, en su
caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la recomendación que se le
dirige, se envíen a esta Comisión Estatal dentro de un término de 15 días hábiles
siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación
de la misma.
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La falta de respuesta a esta recomendación, o en su caso, de la presentación de
pruebas, dará lugar a que se interprete que la presente recomendación no fue
aceptada. Por lo que independientemente de la notificación que se deberá enviar al
quejoso en términos de Ley, la Comisión Estatal de los  Derechos Humanos de
Tabasco quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia.

F R A T E R N A L M E N T E,

DR. JMAS
P R E S I D E N T E


